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REPRESENTANTE 

RUT 
A FAVOR DE AMPARADOS 
RUT 
RECURRIDO 
REPRESENTANTE 
RUT 
PATROCINANTE 
RUT 

: Especial 
: Recurso De Amparo. 
: Instituto Nacional De Derechos Humanos 
: Fedenco Aguirre Madnd. Jefe Regional Dellnstitulo Nacional 

De Derechos Humanos 
: 11 .185.3304 
: Juana Calfunao Paillalef y Otros 
: 7.213.522·9 
: Gobemación Provincial De Caulin 
: Mano González Rebolledo (S) 
: Se Ignora 
: Marcos Rabanal Toro 
: 12.534.4984 

EN LO PRINCIPAL: deduce recurso de amparo; PRIMER OTROsí: acompa~a documentos y sobre 

cerrado; SEGUNDO OTROsl: solicita se decrete diligencias que indica; TERCER OTROsí: legitimación 

activa; CUARTO OTROsl: notificaciones; QUINTO OTROsl: patrocinio y poder. 

ILUSTRE CORTE DE APELACIONES DE TEMUCO 

FEDERICO ERNESTO AGUIRRE MADRID. profesor. Licenciado en Hislona. Jefe de la Sede 

Regional de la Araucanla del Instituto Nacional de Derechos Humanos. cédula nacional de identidad N" 

11 .185.330-4, domiciliado en calle Antonio Varas N" 989. Oficina N" 501 . comuna y ciudad de Temuco, 

actuando en representación del INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (INDH), RUT 

65.028.707·K. Corporación Autónoma de Derecho Público. representado por su Director don 

BRANISLAV LJUBOMIR MARELlC ROKOV. Licenciado en Ciencias Juridicas y Sociales. cédula 

nacional de identidad N" 16.092.326·1 . ambos con domicilio en calle Eliodoro Yáñez N" 832 de la 

comuna de Providencia. Región Metropolitana. según se acredita en un otrosi. a S.S. IIIma. 

respetuosamente digo: 

Que de conformidad a lo dispuesto en el articulo pnmero y siguientes de la Ley N' 20.405, que 

crea el InsUtuto Nacional de Derechos Humanos ·INDH· y, en particular lo seMlado en el articulo 2' 

inciso pnmero y articulo 3' número 5 de la refenda ley, actuando en representación del Inslilulo 

Nacional de Derechos Humanos, vengo en interponer acción de amparo constitucional , en contra de la 

GOBERNACiÓN PROVINCIAL DE CAUTíN, representada por el Gobemador Suplenle don Mano 

Gonzalez Rebolledo, domiciliado en calle Manuel Bulnes N" 590, Piso 2, Temuco, Región de la 

Araucania; por estimar que de conformidad a los hechos en los que se sustenta la presente acción de 

amparo, se vulneraron los derechos constitucionales de la libertad personal y seguridad individual, 

establecidos en el arto N" 19 N" 7 de la Constitución Polllica de la República, tutelado por la acción de 
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amparo constitucional, consagrada en el articulo 21 de la Carta Polltica, de dona JUANA CALFUNAO 

PAILLALEF, Lonko mapuche de la comunidad Juan Paillalef, y de los miembros de su familia 

compuesta por don GERARDO LUIS MARI N CHIUAUHUEN; de don WAIKILAF CADIN CALFUNAO; 

de doña NELE LOOS; de RELMUTRAY CADIN CALFUNAO; de A. K. C. C. nieto de doña JUANA 

CALFUNAO PAILLALEF de 3 años de edad; de dona MERCEDES PAILLALEF MORAGA; de don 

JORGE IGNACIO LANDERO CALFUNAO; de dona CAROLINA MACIEL LANDER CALFUNAO; de 

don LUIS CALFUNAO ZAVALA; todos domiciliados en la comunidad Juan Paillalef, Sector Curaco. Los 

Laureles, comuna de Cunco; todos mayores de edad , salvo el nino A. K. C. C.. La acción 

constilucional que sigue se basa en los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho que a 

continuación paso a exponer: 

1. LOS HECHOS 

1.1 Contexto en que se producen los hechos. Amparados beneficiarios de Medida Cautelar de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

El 26 de oclubre de 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos -en adelante 

Comisión IDH·, adopló Medidas Cautelares a favor de la Lonko Juana Calfunao Paillalef y sus 

familiares. El fundamenlo de dichas Medidas es que los/as benefICiarios/as han debido enfrentar actos 

de violencia, amenazas y hostigamiento por parte de agenles del Eslado, debido a la oposición que 

ellas han expresado en relación a las obras de construcción y reparación de un camino ubicado en el 

lerrilorio donde residen. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho presentadas por las 

partes, la Comisión IDH consideró que la información proporcionada, demuestra que la Lonko Juana 

Calfunao Paillalef y los miembros de su familia, se encuentran en una situación en la que se expone su 

inlegridad personal y seguridad individual. Asi las cosas, de acuerdo con los dispuesto en el articulo 25 

del Reglamento de la Comisión IDH, se solicita al Estado de Chile que, adopte las medidas necesarias 

para garantizar la vida e integridad personal de la Lonko Juana Calfunao Paillalef y los miembros de su 

familia; asimismo, se solicita al Estado que concierte con los/as beneficiarios/as y sus representantes, 

las medidas a adoptarse y que informe las acciones adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos 

que dieron lugar a la adopción de la Medida Caulelar y asi evitar su repetición.' 

Luego, el 23 de mayo de 2016, la CIDH amplió la Medida Caulelar 46/14, otorgada 

originalmenle el 26 de octubre de 2015 a favor de la Lonko Juana Calfunao Paillalef y sus familiares. A 

través de la ampliación, la Comisión IDH solicitó la protección de la vida y la integndad personal de 

Jorge Ignacio Landero Calfunao. Carolina Maciel Landero Calfunao y Luis Calfunao Zavala, hijos y 

sobrinos de la Lonko Juana Calfunao Paillalef. La información aportada indica que estas personas se 

encuentran en una situación de riesgo, en vista que son objeto de amenazas, hostigamientos y actos de 

violencia, debido a que residen en el mismo lerrilono de la Lonko Juana Calfunao, y que se han 

l En httc://www.ºas,org/es/cldh/deciSiQnes/cautelares.asp 
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involucrado en diferentes acciones de defensa del lerritono que habitan. Mediante la decisión de 

ampliar esta medida caulelar, la Comisión IDH solicitó al Eslado que adopte las medidas necesanas 

para preservar la vida y la integndad de Jorge Ignacio Landero Calfunao, Carolina Maciel Landero 

Calfunao y Luis Calfunao Zavala; que concierte las medidas a adoptarse con los beneficianos y sus 

representantes: y que informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos alegados que 

dieron lugar a la adopción de esta medida cautelar, y asi evitar su repetición' 

La Medida Caulelar se otorgó a favor de doña Juana Calfunao Paillalef, Lonko de la Comunidad 

Juan Paillalef, perteneciente al pueblo Mapuche, 59 años de edad y madre de seis (6) hijos' , teniendo 

en consideración graves antecedentes que le han afectado, Dichos antecedentes estan relacionados 

con su oposición a un proyecto, ¡nconsulto, de obras viales en espacios territoriales que ella reclama 

como propios. Dichas reclamaciones y defensas se han extendido durante aproximadamente dos 

décadas, lo que le ha significado, en lo personal, ser objeto de persecución penal, incluido el 

encarcelamiento por cualro (4) años y la afectación de su integndad fisica y psiquica; y en lo familiar, la 

afeclación de la inlegridad flsica y psiquica , privación de libertad y la migración forzada de integrantes 

de su familia. Por su lenaz y franca defensa a sus derechos terriloriales, ha sido eslereotipada y 

estigmatizada como poco dialogante y violenta, por parte de agentes del Eslado. 

El proyecto al que la Lonko Juana Calfunao y su comunidad se oponen, consiste en la 

construcción y mejoramiento de un camino que va de la localidad de Los Laureles a Lago Colico, 

varianle El Tropezón, que implicó, en el año 1947, mediante Decreto N' 947, la expropiación de siete 

lotes de terrenos, entre los cuales se encontraba el denominado Lote N° 6, que comprendía las tierras 

de don Ambrosio Calfunao (abuelo de la Lonko Juana Calfunao). Este proyeclo nunca fue consultado ni 

contó con el consenlimiento previo, libre e infonmado de la Comunidad. El 30 de noviembre de 1948, la 

Resolución N' 843 ordenó el pago de la suma correspondienle al cien por ciento del valor de la 

indemnización del lote expropiado; sin embargo, esta nunca se concretó y ello se ha mantenido en la 

memoria colectiva de la familia y la Comunidad. El liderazgo de la Lonko en la defensa de su territono, 

ante la imposición de un proyecto inconsulto, penmitió que este se detuviera hasta el año 2007. Sin 

embargo, en los siguienles cuatro años en los que ella estuvo privada de su libertad, las obras se 

retomaron y el camino fue construido hasla que llegó al limite de su morada, en el año 2013. 

A partir de su liberación, la Lonko retomó la defensa de su territorio; asi, la comunidad, en 

ejercicio de sus derechos a determinar las prioridades de desarrollo sobre sus tierras y territorios, 

2 Idem., ant. 
] Reseña íntegra en: "AUDIENCIA CIDH 156 PERrODO DE SESIO NES, INFORME 50BRE LA SITUACiÓN DE 
DERECHOS HUMANOS DE DEFENSORAS/ES DEL MEDIO AMBIENTE EN El CONTEXTO DE lAS INDUSTRIAS 
EXTRACTIVAS; Caso de pueblos Indígenas frente a proyectos de desarrollo o Inversión (proyectos extractivos, de 
infraestructura y energía)"; Washington D.C., 19 de octubre de 2015; Informe elaborado por Raquel Yrigoyen 
Fajardo, Zulma Villa Vílchez y Maria Torres Sánchez, del Institu to Internacional de Derecho y Sociedad. 
httD:Uwww.derechovsOCiedad.org/IIDS/PubtlcacIQnes/Audlencia Situaclon de defensores y defensoras del 
medio ambiente en el contexto de industrias elCtractivas.pdf 
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impide que maquinaria pesada irrumpa, lo que ha derivado en situaciones de peligro y violencia, 

incluidas detenciones y procesos penales en contra de ella y los miembros de su comunidad, lo que por 

cierto ha comprometido la integridad fisica y psíquica, fundamento de la concesión de las Medidas 

Cautelares. 

En el caso de su familia, su hijo, Huaikilaf Cadin Calfunao, e hija, Relmutray Cadin Calfunao, 

han sufrido más de una detención por parte de carabineros por acompañarla en las acciones de 

defensa del territorio; incluso cuando Relmutray era menor de edad. EI31 de julio de 2015, su nieto, A. 

K. C. C., de aproximadamente dos años de edad, fue detenido junto con ella. El niño fue llevado al 

"Centro de Custodia de Menores en Tránsito Belén" de Temuco y entregado a sus familiares al día 

siguiente, mientras su abuela era conducida como detenida al Cuartel de Carabineros de la Comuna de 

Padre Las Casas 4 5, 

Las denuncias efectuadas por doña Juana Calfunao Paillalef y su familia ante el Ministerio 

Público, han sido desestimadas, archivadas o no hay resultados procesales concretos. 

Con posterioridad a la dictación por parte de la Comisión IOH, de las Medidas Cautelares (N° 

46-14) a favor de la Lonko Juana Calfunao y su familia, según se ha reseñado, nuevamente se han 

producido sucesos en que carabineros ha ingresado a su Comunidad y la han detenido de manera 

violenta, ocasionándole lesiones. 

4 En relación al niño de 1 año 8 meses, se cuenta con el criterio establecido en una sentencia de la CA de Valdivia en amparo 
presentado por el INDH Rol 204 - 2014, en que acogiendo el mismo se razonó: N ... sin que se haya acreditado que se 
agotaron las diligencias encaminadas a ubicar a algún familiar que se hiciera responsable de ellos, cuestión que parece del 
todo lógica si el único objetivo de su gestión era proteger a nfilos vulnerados en sus derechos .... ". En la especie, no se 
ejecutó ninguna gestión o diligencia tendiente a ubicar a alguna persona, familiar, que se hiciera cargo del niño, y en 
cambio, se le mantuvo por algunas horas al interior de la comisaría, y, luego, en un centro del Sena me, en un contexto que 
le es ajeno. 
s El día 31 de Julio de 2015, maquinaria pesada nuevamente llega al territorio de la Lonko; en esta oportunidad doña Juana 
Calfunao se encontraba al cuidado de su nieto, de un 1 año 8 meses. Estaba en su casa, además, Diego Oyarzo, físico de 
profesión, domiciliado en Santiago, quien señaló que: "Ella sale al camino a detener la máquina y a hablar con carabineros, 
llega FFEE con un grupo "chico" de personas, "paramilitares" que estaban con hondas, palos y piedras"; Diego se pone a 
grabar desde el interior del cerco, le llegaron piedrazos de hondas en su abdomen, estaba el carro de FFEE, la máqUina, y al 
lado de la máquina ese grupo de personas, llegaron todos juntos. Grabó los piedrazos en primera persona (sin embargo ese 
registro fue borrado posteriormente por carabineros). Después se acercó al grupo de FFEE que estaba deteniendo a Juana 
Calfunao y ella estaba con el nif!o, un tipo "grandote" la agarró por la espalda, la levantó y la trató de meter al carro, otro le 
arrebató al niño, el que se puso a llorar fuerte, vio que la tranca estaba medio abierta, se acercó a cerrarla y en ese 
momento un funcionario de FFEE entró al interior del patio, le tomó de la mano donde tenía la cámara, trató de lanzarla y 
pero el funcionario lo detuvo, luego entraron al recinto 3 funcionarios más, lo detienen, forcejea para impedirlO pero luego 
lo ingresan al carro policial, entrando al vehículo le empezaron a pegar, en la nariz primero, luego en la sien izquierda, 
empezó a sangrar de inmediato, cuando lo llevaron al fondo del carro lo esposaron y le pegaron de nuevo, reducido en el 
suelo, boca abajo, esta vez uno de los golpes alcanzó un ojo que le provocó un corte en la ceja derecha y un hematoma, ello 
en un escenario de violencia verbal y tirones de pelo. Lo mantuvieron prolongadO tiempo sentado en el suelo del vehículo 
mientras sangraba de la nariz, no lo dejaban levantar la cabeza pues lo forzaban a bajarla, se hizo una poza de sangre. En el 
Samu de Cuneo se hizo la constatación de lesiones, el doctor hizo dos puntos en el párpado. Se mantuvo todo el rato 
esposado, ni siquiera cuando le hicieron la constatación, le pidieron sacarse los zapatos y lo tuvo que hacer esposado. Con 
posterioridad Diego Oyarzo informa que nadie en carabineros me pudo darle una respuesta respecto la extracción de la 
memoria de su cámara, aun teniendo en su poder una copia timbrada del oficio del tribunal que emitía la orden de su 
devolución, además, refiere que después del incidente fueron también borradas de su celular por carabineros de Temuco, 
durante su detención, las fotos que se sacó con su celular en el que se veían sus lesiones antes de las curaciones. (Síntesis 
minuta interna INDH). 
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La situación de la Lonko y su comunidad es necesario entenderla dentro del contexto de las 

relaciones que el Estado ha construido con los pueblos indigenas en general y el pueblo mapuche en 

particular. En este orden de ideas, el INDH,' ha destacado que el Estado ha realizado esfuerzos en 

orden a superar las situaciones de discriminación que afecta a dichos pueblos, destacando las acciones 

emprendidas por contrarrestar la situación de marginalidad en que vive la población indígena en 

general. La aplicación de estas políticas ha tenido resultados disímiles en la práctica y como INDH 

hemos sostenido7 que en este ámbito, presienten insuficiencias y brechas en el ejercicio y goce de 

derechos, fundamentalmente en orden a reparar la discnminación histórica que ha padecido el pueblo 

mapuche, lo que integra, en parte del conflicto político que se evidencia en la Región de La Araucanía y 

terntorios aledaños. De esta manera y en la relación con el pueblo mapuche, frente a sus demandas y 

reivindicaciones, fundamentalmente aquellas relativas al reconocimiento y respeto a sus derechos a la 

tierra y el territorio, la respuesta del Estado ha tenido un componente en que se ha exacerbado el uso 

de la pretensión punitiva, enfoque que ha ido aparejado de operativos policiales que en algunos casos 

han significado la vulneración de derechos. 

En ese contexto el INDH en cumplimiento de su mandato legal, ha presentado, o se ha hecho 

parte en acciones de amparo constitucional interpuestas por la Defensoría Penal Pública Mapuche ante 

esta 1. Corte, la mayoría de las cuales han sido acogidas, constatando que efectivamente se han 

lesionado derechos fundamentales, como consecuencia de la acción de agentes del Estado 8, 9, 10, 11,12, 

Los hechos en los que se fundan las resoluciones judiciales referidas, exigen que el Estado, en 

cumplimiento de los deberes de protección y garantía consagrados en el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, adopte todas las medidas que estén a su alcance para garantizar la no repetición 

de actos constitutivos de vulneración de derechos fundamentales (art. 1.1 Convención Amencana de 

Derechos Humanos). 

En lo concemiente a la Medida Cautelar y su ampliación a que se ha hecho referencia, la Sede 

Regional del INDH tomó conocimiento de la misma a través del abogado de la peticionana ante la 

Comisión IDH, y luego, en cumplimiento de su mandato, infonmó a las principales instituciones del 

Estado en la Región, a quienes concieme la observancia de la misma. De este modo, en virtud de los 

oficios de la Sede Regional de la Araucanía Ws 616,617,618,619,620, de fecha 02 de noviembre de 

2016, se comunicó y acompañó, a la Intendencia Regional de la Araucanía; a la Gobernación de la 

6 Instituto Nacional de Derechos Humanos: HEstudio e~ploratorio Estado de Chile y pueblo Mapuche: Análisis de tendencias en materia de 
violencia estatal en la Región de la Araucanía ff

; Simtiago de Chile; Febrero d 2014; pág. 15-16.-
, Instituto Nacional de Derechos Humanos; Informe Anual sobre la Situación de los Derechos Humanos en Chile. Año, 2010 pág. 91 Y ss; 
Informe Anual 2011, pág. 33 Y siguientes; Informe Anual 2012, pág. 61 Y siguientes; Informe Anual 2013, pág. 19 Y ss 
'Sentencia e.S, ROL 5.441-12 . 
• Sentencia IC de Temuco Rol 604-2012. 
10 Sentencia Le. de Temuco, causa Rol N" 907-2012. 
11 Sentencia Le. de Temuco, causa Rol N" 838-2012. 
" La Policía de Investigaciones de Chile también ha sido recurrida ante la l. C. de Temuco por la comisión de actos similares a los 
relacionados en los fallos citados, y, con fecha 6 de julio de 2013, en causa Rol N" 435-2013 ha señalado que: " ... lo actuaci6n de 
investigación se ha realilado de manero desproporcionada, desde que ha afectado a menores indígenas que, de conformidad con el Derecho 
internacional, merecen doble especial tutelo par porte del Estado de Chile, pues son menores y son indígenas ... " 
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Provincia de Cautin; al Ministerio Público de la Región; a la Policia de Investigaciones de Chile, y, a 

Carabineros de Chile de la existencia y vigencia de la referida Medica Cautelar; todo ello, sin perjuicio 

del conocimiento adquirido por el Estado de Chile a través de sus autoridades y órganos competentes. 

El INDH igualmente ha participado en calidad de observador del diálogo llevado a cabo entre el 

Estado, representado por funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, del Ministerio del Interior 

y de Carabineros de Chile, y la Lonko Juana Calfunao, su familia, y apoderado, ello en el marco de la 

implementación de la referida Medida Cautelar. En efecto, el dia jueves 30 de junio de 2016 se realizó 

en la Sede Regional de La Araucania deIINDH, una reunión de trabajo entre representantes del Estado 

y los peticionarios/as y su apoderado. Por parte del Estado concumó: el Sr. Alejandro Salinas; el 

Embajador Osear Aleaman Riffo, Ministro Consejero, Subdirector de Derechos Humanos de la 

Cancilleria; Una Coronel del Departamento de Derechos Humanos de Carabineros de Chile y un 

abogado del Ministerio del Interior. Por parte de los peticionarios/as concurrió, la Lonko Juna Calfunao 

Paillalef; Juan Jorge Faundez, abogado de los/as peticionarios/as; Huaquilaf Cadin Calfunao (hijo de la 

Ion ka); el cónyuge de la lonko Gerardo Luis Marin Chiuauhuen, y su nuera Nele Loas. Estuvo presente 

una delegación de Puerto Montl (Lonko y werken en calidad de observadores). El objetivo de la 

reunión fue avanzar en alcanzar un acuerdo en relación a un "Plan de Cumplimiento de la Medida 

Cautelar' otorgada por la CIDH a favor de los peticionarios/as. 

Tanto los/as beneficiarios/as de la Medida Cautelar como el Estado proponian en el proyecto de 

implementación de las Medidas que estaban discutiendo, asigna~e un rol al INDH. Los/as 

beneficiarios/as, en el ejercicio de los derechos a la autonomía y control territorial, proponen un sistema 

de notificación temprana de intervención policial para la comunidad Juan Paillalef de la cual es Lonko la 

Sra. Juana Calfunao, y que en la práctica se traduce en que cada vez que la Policía de Carabineros o 

de Investigaciones tengan que hacer ingreso a la comunidad, debe previamente poner en conocimiento 

a la Defensoria Penal Mapuche y allNDH de la respectiva diligencia policial, para que estos órganos del 

Estado en cumplimiento de sus respectivos mandatos, realicen y llevan a cabo las acciones de defensa 

y protección. Por su parte, el Estado por intermedio de la Cancilleria, informa que ha formulado un 

protocolo de acuerdo, el que fue puesto en conocimiento de la Sede Regional dellNDH con fecha 19 

de julio de 2016, en que se le asigna un rol de observador aIINDH. 

El protocolo de actuación ha sido revisado y visado por las autoridades y organismos públicos 

que han comprometido sus actuaciones y han declarado su acatamiento y ejecución de buena fe, para 

asi cumplir con el mandato de las Medidas Cautelares que ha dispuesto la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos en el caso MC 46-14. 

A pesar de la vigencia de la Medida Cautelar, y por lo tanto, del mandato internacional de 

protección, y de satisfacción de las obligaciones que de dicha medida dimanan, esto es, la obligación de 
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respeto, (abstenerse de violentar o vulnerar la integndad física o psíquica de los/as peticionarios/as, 

mediante acciones u omisiones imputables al Estado), y la obligación de garantía, es decir, desplegar 

todo lo que esté al alcance del Estado para satisfacer el contenido de dicha Medida, el Estado a través 

de la Gobernación de Cautín persiste en desplegar acciones que entrañan una violación a dicha 

Medida, privándola de toda eficacia. 

Es así como se llega al últímo episodio en que resulta comprometida la responsabilidad del 

Estado. El día jueves 15 de septiembre de 2016, a las 11.10 hrs. se comunica con la Sede Regional La 

Araucanía, la nuera de la Lonko Juana Calfunao Paillalef, doña Nele Loas, para inlonnar que 

maquinaria de vialidad y Fuerzas Espaciales de Carabineros están haciendo ingreso al espacio 

territorial de la Comunidad mapuche Juan Paillalel, por el camino que une la localidad de Cunco con el 

Lago Colico. Ella manifiesta su preocupación pues la Lonko de la Comunidad Sra. Juana Rosa Calfunao 

Pailalef, se encontraba sola en su hogar y con probemas para desplazarse libremente, ya que se 

encontraba lesionada y se desplazaba apoyada de una muleta. Minutos después la misma Lonko 

Juana se comunica con la Sede Regional deIINDH, e informa que en la entrada de su casa estaban las 

maquinarias de vialidad custodiadas por funcionarios de Carabineros. Ante esta inlonnación, la Sede 

Regional del INDH tomó contacto con el abogado de la Lonko, con el jefe de Gabinete del Intendente 

Regional, y con el Gobernador Provincial Cautín; adicionalmente el abogado de la Sede Regional y la 

profesional de las Cs. Sociales se trasladan a la comunidad para verificar en terreno los hechos, no 

alcanzando a llegar a ésta pues se les informan que la Lonko ha sido detenida y se encontraría en el 

Retén de Los Laureles. Al llegar al Retén (12,30 P.M. aprox.) se realiza una breve entrevista con el 

Mayor de Carabineros de apellido Valenzuela, de la Prefectura de Villarrica, quien confinna que el 

procedimiento se había realizado a petición de la Gobernación de Cautín por medio de un oficio 

recepcionado el día 14 de Septiembre de 2016; a su vez, informa que la Lonko había sido trasladada a 

Cunco, al Hospital a constatar lesiones. 

En la ciudad de Cuneo, la Lonko se encontraba en la Comisaría, pues se resiste a constatar 

lesiones en el Hospital de dicha ciudad pues en oportunidades anteriores no ha recibido un trato 

adecuado, y, solicita ser llevada al Hospital Regional de Temuco. Se realiza entrevista a la Lonko 

Juana Calfunao en el calabozo de la Comisaría de Cuneo. Lo primero que manifiesta fue la violencia 

utilizada por Carabineros en su detención, indicando que no se encontraba presente ninguna 

funcionaria, siendo solamente efectivos varones quienes la detienen, arrastrándola, y maltratándola 

verbalmente, trasladándola de manera tal que sus vestimentas se habrían corrido de su lugar 

exponiéndola frente a sus aprehensores. Indica que al llegar Carabineros a su comunidad no le 

exhibieron ninguna orden, y lue inmediatamente rodeada por todos los efectivos policiales. En el 

calabozo llega un suboficial a leer sus derechos, ella se opone pues indica que debieron habeno 

realizado antes. Según información proporcionada por el Mayor Valenzuela, ella iba a ser trasladada a 
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la Tercera Comisaría de Padre Las Casas y posteriormente al Hospital Regional , a la espera de la 

audiencia de control de la detención, 

Los observadores del INDH pudieron constatar que ta Lonko Juana Calfunao se encontraba 

adotorida, no se podía desptazar, sino apoyada de una muleta artesanal, Se pudo observar que la ropa 

de la Lonko estaba sucia con lodo, lo que es consistente con el testimonio de haber sido arrastrada, Al 

momento del incidente se encontraba sola, además con serios problemas físicos por cuanto había 

sufrido una fractura a su pie. 

Figura 1: Lonko Juana Calfunao en Comisaría de Carabineros de Cuneo (Fuente: Sede INDH 

Araucanía) 

Fígura 2: Lonko Juana Calfunao luego de ser atendida en el Hospital Regional de Temuco Hernon 

Henríquez (Fuente: Sede INDH Araucanía) 
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La Sede Araucanla del INDH intenta recabar antecedentes y confirmar la infonmación con el 

Intendente a través de su jefe de Gabinete, el que manifiesta que esta materia es de competencia del 

Gobernador de Cautin. Por su parte, el Gobemador de la Provincia de eaulin, sin proporcionar 

antecedentes fonmales, infonma que efectivamente él dispuso el auxilio de la fuerza pública a los fines 

de proteger al personal de vialidad y la maquinaria que se utilizaría para hacer reparaciones al camino, 

que ello era necesario dado el estado del camino; y, que él no tenia antecedentes de la vigencia de la 

Medida Cautelar que amparaba a la Lonko y su comunidad, afinmando que ha actuado bajo el alero de 

la ley y su mandato. 

1.2.- Los hechos que motivan la interposición del presente recurso de amparo. 

Con el objeto de conocer la justificación formal y de fondo, y circunstancias relevantes en virtud 

de las cuales el Gobemador de la Provincia de Cautin emitió la orden a Carabineros de Chile para que 
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interviniera policialmente el día 15 de septiembre de 2016 en el territorio de la Lonko Juana Calfunao y 

su familia, se envió el oficio W77 de fecha 20 de Septiembre de 2016 de la Sede Araucanía deIINOH, 

reiterado en virtud de oficio N° 99 de fecha 26 de octubre de 2016; los que finalmente fueron 

respondidos con los oficios N° 1562 de fecha 07 de noviembre de 2016, que remite oficio N° 1476 de 

fecha 13 de octubre de 2016, ambos de la Gobemación Provincial de Cautín, último en el que se 

responde lo consultado al siguiente tenor: 

"1.- Mediante ORO. N° 2570 del 09 de septiembre de 2016, el Director de Vialidad de la Región de la 

Araucanía informó sobre la imposibilidad de realizar labores de reperfilamiento, en el tramo 0,00 al 

1,800 del caminos Los Laureles - Lago Colico, en la comuna de Cuneo, Provincia de Cautín, Región de 

la Araucanía, solicffando el auxilio de la fuerza pública por motivos fundados y señalados en dicha 

resolución. 

2.- En atención a tales antecedentes, y de conformidad con lo contemplado en el artículo 29 delOFL N° 

850, Y de cenformidad a las facunades otorgadas por la Ley 19.715 Organica Constaucional sobre 

Gobierno y Administración Regional, esta Gobernación Provincial concedió el auxilio de la fuerza 

pública a la Dirección de Vialidad Regional de la Araucanía, mediante Resolución exenta N° 2772 de 13 

de septiembre de 2016 para el caso de ser necesario y a fin de asegurar la ejecución de las labores de 

reperfilamiento en el tramo 0,00 al 1,800 del Camino Los Laureles - Colico, en la comuna de Cunco, 

Provincia de Cautín, Región de fa Araucanía. 

3.- Mientras se desarrollaban las obras antes señaladas, y de acuerdo a los antecedentes que censtan 

en la causa RUC 1610033852-5, RIT 8427 - 2016 seguida en el Juzgado de Garantía de Temuce, se 

tomó detenida a la ciudadana Juana Caftunao Pail/alel, quien, tras audiencia donde se dec/aTÓ legal su 

detención, fue formalizada por el demo de manrato de obras a Carabineros". 

El oficio de la Gobernación Provincial de Cautín sin embargo no se hace cargo de aquello 

consultado por el INOH: "2.- Qué medidas ha adoptado la repartición que usted dirige a los fines de 

respetar y garantizar la Medida Cautelar dictada en favor de la Lonko Juana Caftunao Paillalef y su 

entorno familiar". (Oficio N°s 77 y 99 Sede Regional Araucanía INOH). 

Así las cosas, como se viene relacionando, queda de manifiesto que el órgano del Estado sobre 

el que recae la responsabilidad de ordenar la intervención de Carabineros en el territorio de la Lonko 

Juana Calfunao es la Gobernación Provincial de Cautín, en consecuencia, a este órgano le cabe un rol 

fundamental en el cumplimiento de la Medida Cautelar 46/14 de la CIDH, en tanto - y sin perjuicio del 

cumpflmiento que corresponde al Estado en su integridad - es y será a la Gobemación de Cautin a 

quien corresponde la decisión de intervenir compulsivamente en aquél conflicto en cuyo contexto se han 

verificado las vulneraciones de derechos que motivaron la adopción de la medida cautelar en comento, 

a saber, el proyecto de infraestructura vial al que la Lonko Juana Calfunao y su Comunidad se oponen. 

De este modo, no resulta indiferente la explicación verbal informal entregada por el Gobemador 

Provincial al Jefe de la Sede Regional de la Araucania a propósito del hecho del dia 15 de septiembre 
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de 2016, quien pone en un duda la vigencia de la Medida Cautelar de la CIDH, ello mientras el Estado a 

través de la Cancillería lleva adelante sesiones de diálogo con la Lonko Juana Calfunao y su familia 

precisamente en el sentido de dar cumplimiento a dicha medida, y que afirma en su propuesta de su 

protocolo que éste ha sído revisado y visado por las autoridades y organismos públicos que han 

comprometido sus actuaciones y han declarado su acatamiento y ejecución de buena fe, para así 

cumplir con el mandato de las Medidas Cautelares que ha dispuesto la CIDH en el caso MC 46-14 de 

Juana Calfunao Paillalef y otros. Tanto la comunicación verbal referida como el oficio respuesta que se 

ha citado ignoran toda referencia a la Medida Cautelar en cuestión, centrándose más bien en la 

criminalización que surge a propósito de la oposición de la beneficiaria, la que -por su parte - tiene 

origen en reclamaciones que se fundan en los derechos de los pueblos indígenas que se encuentran 

insatisfechas, y, en la existencia de un proceso inconcluso de diálogo con el Estado. 

1.3.- Consecuencía de los hechos: 

Conforme lo relacionado, es posible afirmar que en las decisiones que le competen a la 

Gobernación Provincial de Cautín, sin que le sea posible esgrimir falta de conocimiento de su 

existencia, éste órgano ha incumplido la Medida Cautelar MC 46-14 de la CIDH, con consecuencias en 

la integridad personal de la Lonko Juana Calfunao Paillalef, quien a raiz del último episodio del día 15 

de septiembre de 2016 resultó policontusa y con esguince cervical leve, precisamente lo contrano a lo 

dispuesto en la medida en cuestión que dispone al Estado de Chile que: "Adopte las medidas 

necesarias para preservar la vida y la integridad personal de Juana Calfunao y los miembros 

identificados de su familia"; incumplimiento que se materializó en la Resolución Exenta W 2772 de 13 

de septiembre de 2016, que concedió el auxilio de la fuerza pública a la Dirección de Vialidad Regional 

de la Araucania. 

La falta de consideración por parte de la recunida de la medida en cuestión evidencia, a nuestro 

JUICIO, la inobservancia de la buena fe con que ha de conducirse el Estado en su relación con los 

pueblos indígenas de conformidad al Convenio 169 de la OIT, y teniendo especial consideración que es 

el propio Estado a través de otro de sus órganos - Cancillería - quien ha manifestado su dispOSición a 

un diálogo basado en la buena fe; así, resulta a lo menos contraproducente que el Estado fomente y 

desanrolle un diálogo con la amparada en aras de la buena fe, y, al mismo tiempo, disponga el uso de la 

fuerza pública a su respecto en una situación que forman parte del diálogo. 

Asi las cosas, es posible reconocer que el incumplimiento de la medida cautelar citada deviene, 

por una parte en responsabilidad internacional del Estado, pero además, en lo concreto, en amenaza a 

la libertad personal y seguridad individual de los amparados, en tanto las órdenes que se expidan por la 

recurrida y que hayan de ser cumplidas por las fuerzas policiales, como ha ocurrido, son aptas para 

afectar los derechos referidos, todo ello en el contexto, como se dijo, de las reclamaciones que se 
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fundan en los derechos de los pueblos indigenas que respecto de los amparados se encuentran 

insatisfechas, y, en la existencia de un proceso inconcluso de diálogo con el Estado. 

11. EL DERECHO 

11.1.- El derecho aplicable en la acción de amparo y el rol del tribunal en su conocimiento 

Para que sea procedente el recurso de amparo, una persona debe encontrarse detenida, 

arrestada o presa, con infracción a lo dispuesto en la Constitución o las leyes o haber sufndo 

ilegalmente cualquier otra pnvación. perturbación o amenaza en su derecho a la libertad personal y/o 

segundad individual. El inciso final del articulo 21 señala que la misma acción pOdrá deducirse a favor 

de toda persona que ilegalmente sufra cualquiera otra privación, perturbac'lón o amenaza en su derecho 

a la libertad personal y seguridad individual. 

En el presente recurso se consideran además los estándares establecidos en el Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, puesto que los tratados internacionales suscritos por el Estado 

de Chile y que se encuentran vigentes forman parte de nuestro ordenamiento juridieo. Dichos 

estándares por mandato constitucional, tienen un especial estatus normativo. En efecto, el articulo 5' 

de la Constitución Politica del Estado, establece expresamente en su inciso 2' que "el ejercicio de la 

soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza 

humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos garantizados por esta 

Constitución, asi como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren 

vigentes". 

El especial estátus normativo de los instrumentos de derechos humanos, ha sido advertido por 

la Excma. Corte Suprema, que ha declarado que el articulo 5' núm. 2' de la Carta Fundamental recién 

transcrito, cofiere rango constitucional a los tratados que garantizan el respeto de los derechos 

humanos, concediéndoles una jerarquía mayor que a los demás instrumentos internacionales, en 

cuanto regulan los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana y que "[e]n definitiva los 

derechos humanos asegurados en un tratado se incorporan al ordenamiento juridico intemo, formando 

parte de la Constitución material adquiriendo plena vigencia, validez y eficacia juridica, no pudiendo 

ningún órgano del Estado desconocenos y debiendo todos ellos respetanos y promoverlos, como 

asimismo, protegerlos a través del conjunto de garantías constitucionales destinadas a asegurar el 

pleno respeto de los derechos" 13. 

lJ Corte Suprema: sentencia Rol 3125-04, de 13 de marzo de 2007, considerando trigésimo 110no. 
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Por otra parte, en el caso de las acciones constitucionales se revela particularmente la 

importancia del Poder Judicial como un poder contra mayoritario que debe actuar para la protección de 

los derechos fundamentales. La vinculación del órgano jurisdiccional a los derechos fundamentales 

puede calificarse como aquella que mayor relevancia presenta para el Estado de Derecho14. Esto se 

explica por la doble faz de la judicatura, como destinataria de los derechos fundamentales", y como 

principal garante de los mismos. Lo anterior, la Excelentisima Corte Suprema de Justicia lo ha 

expresado con las siguientes palabras16 : "Para esta Corte, en términos generales, incumbe a todo Juez 

de la República la aplicación del ordenamiento jurídico a los casos concretos sometidos a su decisión 

( ... ) La integralidad y coherencia de dicho sistema de normas obliga al juzgador a elegir la nonma o 

grupo de nonmas precisas que utilizará y el sentido de las mismas. En el ejercicio de esa labor 

intelectual de selección e interpretación puede identificar reglas jurídicas que contienen sentidos 

opuestos, e incluso reglas jurídicas que se oponen a sendos principios rectores del sistema jurídico. 

Pues bien, la solución de tales conflictos de nonmas es también objeto del juzgamiento ( ... ) No se 

discute, en la doctrina constitucional, que los jueces del fondo tengan facultades para interpretar las 

reglas legales conforme a la Constitución, asi como tampoco la utilización de las normas 

constitucionales de un modo directo para la solución del conflicto específico y, en ambos casos, el juez 

ha debido interpretar la Constitución". 

En este proceso de integración, que es consustancial a la jurisdicción como señala el máximo 

Tribunal, será tarea del intérprete judicial buscar la forma de conciliar las distintas fuentes normativas 

(ley, Constitución, tratados) en pos de conservar la unidad del ordenamiento, unidad que pasa por una 

aplicación del derecho respetuosa de los derechos humanos. 

11.2.· La Medida Cautelar N° 46·14, asunto Juana Calfunao y otros respecto de Chile, 26 de 

octubre de 2016. Amenaza de incumplimiento.· 

La decisión de la Medida Cautelar señala, en lo pertinente: "En vista de los antecedentes 

señalados, la CIOH considera que el presente asunto reúne prima facie los requisitos de gravedad, 

urgencia e irreparabilidad contenida en los articulas 25 de su Reglamento. En consecuencia, la 

Comisión solicita al Estado de Chile que: 

1.· Adopte las medidas necesarias para preservar la vida y la integridad personal de Juana Calfunao y 

los miembros identificados de su familia; 

14 Resulta inconcuso Que el juez se encuentra vinculado a la Constitución, como una norma suprema. De acuerdo con el artículo 6° de la 
Carta Fundamental, podría negarse el deber de sumisión del juez a normas que no se encuentran dictadas conforme a ella. 
15 Como garante de los derechos fundamentales, el órgano jurisdiccional se encuentra en primer lugar ligado a aquellos derechos 
específicamente dirigidos a su actividad; podríamos decir, a los derechos fundamentales de carácter procesal aunados en el concepto de 
debido proceso, en la nomenclatura de la Constitución: "investigación y procedimiento racionales y justos'. Este derecho, o elemento de la 
garantía de la jurisdiccional, nace al amparo de un procedimiento en el cual el juez goza de amplias facultades, y se transforma en la 
denominación general de las exigencias de racionalidad y "juego limpio' que se pueden dirigir hacia el órgano jurisdiccional. Por definición, 
se trata de un estándar abierto, de un contenido que si bien puede precisarse en el momento del desarrollo actual de la institución, tiene 
por caracterlstica fundamental una nota de indeterminación que le permite aceptar cualesquiera exigencias futuras especificas que 
puedan plantearse a la acción del órgano jurisdiccional. Aldunate L., Eduardo, Derechos fundamentales, Legal Publishing, p. 200. 
16 Sentencia de la Corte Suprema Rol N° 5420-2008. 
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2.· Concierte las medidas a adoptarse con los beneficiarios y sus representantes; ... ". 

Entre las consideraciones tenidas a la vista destaca la siguiente: 

" ... la Comisión estima que el requisito de gravedad se encuent", cumplido, en vista de las 

amenazas, los hostigamientos, intimidación y hechos de violencia que estarían experimentando la 

señora Juana Calfunao, autoridad tradicional Mapuche Lonko de la Comunidad Juan Pail/alef y los 

miembros identificados de su familia. Particularmente la información aportada sugiere que la supuesta 

situación de riesgo se estaría presentando como una rataliación a raíz de la posición de Juana 

Calfunao de defender el territorio en el que reside actualmente, a través de protestas, entre otras 

acciones (. . .). 

Luego se señala: "En estas circunstancias particular relevancia adquiere la información 

aportada sobre el supuesto uso excesivo de fuerza que utilizarian los agentes de seguridad pública, en 

el marco de diversas detenciones que habria enfrentado Juana Galfunao y los miembros de su familia". 

En consecuencia, cuando la Comisión IDH resolvió la Medida Cautelar, acogiendo como 

beneficiarios de la misma a los amparados de esta acción constitucional, tuvo siempre en consideración 

que la vulneración a sus derechos, en particular su integndad personal y la de su familia, ocurren 

precisamente en el contexto de defensa del tenitorio en que residen, lo que se exterionza a través de 

protestas y otras fonmas de acción que de fondo conducen a la oposición al proyecto de construcción de 

obras del camino "Los Laureles a Lago Calico", que, como se reseñó, nunca fue consultado ni contó con 

el consentimiento previo, libre e informado de la Comunidad, y, además, a pesar de la existencia de la 

Resolución N' 843 de 30 de noviembre de Ig48, que ordenó el pago de la suma correspondiente al cien 

por ciento del valor de la indemnización del lote expropiado, dicho pago nunca se concretó y ello se ha 

mantenido en la memoria colectiva de la familia y la Comunidad. 

Fue en este escenario, haciendo parte de los antecedentes la oposición de la Lonko Juana 

Calfunao y su familia al proyecto de camino, que la Comisión IDH dispuso que el Estado debía adoptar 

" ... /as medidas necesarias pa", preseNar la vida y la integridad personal de Juana Calfunao y los 

miembros identificados de su familia ... ", lo que ha sido contravenido por la recurrida desde que facilita 

los medios, • enarbolando herramientas que le provee la legislación interna que no son oponibles a 

obligaciones internacionales en materia de derechos humanos " para que en los hechos se ponga en 

nesgo aquél derecho que en específico se pretende resguardar por la medida cautelar de la CIDH, la 

integridad personal. La contravención toma cuerpo desde que la Gobernación Provincial de Cautin 

dicta la Resolución Exenta N° 2772 de 13 de septiembre de 2016, que concedió el auxilio de la fuerza 

pública a la Dirección de Vialidad Regional de la Araucania, sin canalizar su pretensión a la instancia de 

diálogo que está sosteniendo el Estado con los/as beneficiarioslas de la medida cautelar, 

desconociéndole eficacia a la Medida en cuestión, como el propio Gobernador manifestó cuando señaló 
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que ella no se enconlraba vigenle, e ignorando las consecuencias lesivas en el derecho prolegido que 

ya se ha producido en oportunidades anteriores frente a idéntico escenario. 

Conforme los esUmdares inlemacionales, la sola amenaza puede conslituirse en vulneración a 

la integridad personal: ' El ari/culo 5.1 de la Ccnvención consagra el derecho a la inlegridad personal, 

física, psfquica y moral. f. .. } Asimismo. el Tribunal ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra 

una conducta prohibida por el ariiculo 5 de la Ccnvención, cuando sea suficientemente real e inminente, 

puede en sí misma estar en conflicto con el derecho a la integridad personar 17. (Destacado 

nueslro). En la especie, el palrón repelitivo de la conduela de la recurrida - disponiendo el auxilio de la 

fuerza publica· es que permite afinnar que, en incumplimiento de la Medida Cautelar, existe una 

amenaza a que ésla sea nuevamenle incumplida lesionando aquél derecho que se pretende 

resguardar, lo que compele al Poder Judicial a arbilrar las medidas necesarias a fin de evitar la 

repetición. 

11.3.· La Medida Cautelar N° 46·14, debe ser cumplida.· 

Las Medidas Caulelares han contribuido desde hace más de Ires décadas, a la protección de 

miles de personas en siluación de riesgo en los Eslados miembros de la OEA'8. Desde 1967 se han 

emilido recomendaciones a los Eslados para evitar daños irreparables a las personas" y en ese mismo 

año, en el Articulo 48(b) del Reglamento de la CIDH se estableció un procedimiento para casos de 

represalias en contra de personas que presenten peticiones ante la CIDH. 

La CIDH ha empleado las medidas con el fin de olorgar protección a miles de personas y 

grupos de personas que se encuentran en riesgo de ver vulnerados sus derechos fundamentales20, 

Asimismo, las medidas cautelares representan una de las herramientas más efectivas que el 

Sistema Interamericano tiene a su disposición, a fin de garantizar la firme protección de los derechos de 

individuos y comunidades en las Américas, así como para salvaguardar la maleria jurídica de los 

procedimientos bajo su jurisdicción. 

11 Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia . Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia 
de 
30 de noviembre de 2012. 
11 C IDH. Comunicado de Prensa 84/09. ClDfI publica l'/lI/IIL'VO reg/amelllo. Washington D .C. . iO de diciembre 
de 2009. Disponible en : www.cidh.org/ComunicadoSpanishI2009/84·09sp.htm 
de 2009. 
19 Ver Presentación de la Secretaría Ejecutiva de la ClDH sobre el tema "Medidas Cautelares" (Reunión del 
Grupo de Trabajo del 29 de noviembre de 2011) GT/SIDH/INF. 43/11, disponible en la página del Grupo de 
Trabajo: http://www.oas.org/consejo/sp/grupostrabajo/Reflexlon%20sobre%20Fortaledmiento.asp) 
20 Entre estos grupos se encuentran, entre otros, defensores V defensoras de derechos humanos, periodistas V 
si ndicalistas, V grupos vulnerables, tales como mujeres, nli'ios, comunidades afrodescendientes, pueblOS 
Indfgenas, personas desplazadas, comunidades lGTBI V personas privadas de libertad. Adicionalmente, las 
medidas han dado protección a testigos, operadores de Justicia, personas en vías de ser deportadas a un país 
donde pOdrlan ser objeto de pena de muerte, enfrentar torturas o ser sometidas a tratos crueles e inhumanos, 
entre otros. Véase: ClDH, Informe Anual 2011, CapItulo 3, inciso e, párrafo 10. Disponible en: 
http;/jwww.oas.org/es/ cidhfjnfQrmes/ anuales.asp. 
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Como otros Tribunales y órganos cuasi jurisdiccionales, internacionales y regionales, la CIDH 

tienen la facultad para ordenar Medidas Cautelares, las cuales son de carácter vinculante para todos los 

Estados Miembros de la OEA". 

La base jurldica de las medidas cautelares deriva de los poderes implicitos de la CIDH", 

reafinnados en su practica y plasmados en su Estatut"" y sus sucesivos reglamentos". Su caracter 

vinculante emana de la obligación general de garantía de los derechos humanos que tienen kls 

Estados en virtud de los compromisos derivados de los tratados interamericanos de derechos humanos, 

en particular de la Convención Americana, y de la Carta de la OEA" 26. 

A través de este mecanismo, la Comisión ha venido dando cumplimiento a su mandato de 

'promover la observancia y la defensa de los derechos humanos' en los ténninos del articulo 106 de la 

Carta de la OEA y del articulo 41 de la CADH, y de asistir a los Estados a cumplir con su ineludible 

deber de protección -el cual es su obligación en toda instancia". 

Dicha potestad se ha consolidado además a través de su práctica constante, que ha sido 

aceptada por los Estados de la región, como se deriva del mayor cumplimiento otorgado a las medidas 

en relación con los infonnes de fondo de la CIDH , así como de los mecanismos que han adoptado los 

propios Estados para su correcta implementación". 

I I (IOH. OEA!Ser,l/V/ 11.124 Doc. 5 rev.1. Informe sobre la situación de los defensoras y defensores de los 
derechos humanos en los Américas. 7 de marzo de 2006. Paras. 235. 240-241. 
12 Sobre la teoria de los poderes impl ícitos y su uso por la (IDH, ver: Medlna. Cecilia. The Barrle for Humon 
Righrs: Grass, Systemotic Violorions ond che Inter-Americon sysrem. Dordrecht (The Netherlands): Martinus 
Nljhoff Publishers. 1988. 363: ver asimismo, Corte Europea de Derechos Humanos, Caso Momorkulov v. Turkey. 
Sentencia de 6 de febrero de 2003. Vale destacar que el tribunal europeo desarrolla sus medidas provisionales 
de modo jurisprudencial, sin que esten plasmadas expresamente en el tratado. 
II Ver Estatuto de la CIOH, artículo 19(c). 

2~ Ver Reglamento de la CIOH (aprobado en su 6601 sesión celebrada el 8 de abril de 1980), articulo 26. 
Asimismo. ver Reglamento de la ClOH (aprobado por la Comisión en su 1372 Periodo ordinario de Sesiones, 
celebrado del 28 de octubre al 13 de noviembre de 2009, y modificado el 2 de septiembre de 2011). articulo 25 
(vigente). 

:¡s CIOH. OEA/Ser.l/V/II.124 Ooc. 5 rev.1 . Informe sobre la si tuación de las defensoras y defensores de los 
derechos humanos en las Américas. 7 de marzo de 2006. See IACHR, Report on the Sltuation of Human Rights 
Defenders in the Americas, paras. 240-241 . 
2' En Resolución N- 1/05 de fecha 8 de marzo de 2005, la CIOH señala : ~la CIOH debe reiterar que las medidas 
cautelares son un importante mecanismo de trabajo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que 
ha contribuido a salvar numerosas vidas en todo el hemisferio. las medidas cautelares son dictadas en 
cumplimiento de las funciones de promoción y defensa de los derechos humanos de la CIOH a que se refieren 
los articulos 106 de la Carta de la OEA. 41 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 18 del 
Estatuto de la CIDH. Que la base jurldica de las medidas cautelares se encuentra en la obligación de los Estados 
de respetar y garantizar los derechos humanos a las personas bajo su jurisdicción, y que la práctica 
generalizada de cumplirlas por parte de la gran mayoría de los Estados se fundamenta en el entendimiento 
existente respecto a la obligatoriedad de las mismas". Disponible en 
https://www.cldh.oas.orsLresoluclon1.05.htm 
21 CIDH. Informe Anual 2011, CapItulo 3B, párr. 6. 
JI Muchos Estados han aceptado implícitamente la competencia de la CIOH de emitir medidas. estableciendo 
procedimientos, creando órganos. dictando decisiones y creando leyes con la finalidad de implementar las 
decisiones sobre Medidas Cautelares que emite la CIDH. Algunos Estados, como Bolivia y México, celebran 
reuniones interinstitucionales sobre la implementación de las medidas de protección requeridas por los órganos 
del sistema Interamericano. Así como Guatemala, Canadá, Ecuador, El Salvador. Colombia, Honduras, y Perú . 
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Asimismo, es interesanle observar que la adopción de la Convención Inleramericana sobre 

Desaparición Forzada de Personas se realiza sin que haya un cuestionamiento a la aplicabilidad o 

validez de las medidas cautelares que ya estaban previstas en el Reglamento de la CIDH vigenle en 

aquella época". Por el contrario, dicha Convención posee una norma de atribución de competencia 

que remite de manera genérica al Reglamento de la CIDH mencionando expresamente también los 

dispositivos relalivos a las medidas cautelares. De ahi puede derivarse otro acto de aceplación del 

instituto de las medidas cautelares por parte de los Estados miembros de la OEAJO. 

Ha sido la propia CIDH quien de manera expllcila a refirmado la obligatoriedad de las medidas 

cautelares en Resolución N' 1/05 de fecha 8 de marzo de 2005, al sostener que: '1. Reafirmar /a 

obligación inlemacional que tienen los Eslaoos miembros de la OEA de cumplir de las medidas 

cautelares dictadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos·,31 

En este derrotero, ha sido reiterada la jurisprudencia la Corte Constitucional de Colombia 

que ha sido enfática en señalar que las medidas cautelares ordenadas por la CIDH son de 

obligatorio cumplimiento para el Estado 32, 

En la senlencia T-558-0333 la Corte Constitucional al respecto, señaló con claridad que las 

medidas cautelares tienen mayor significado en el derecho intemacional de los derechos humanos: ' Es 

evidenle que las providencias o medidas caulelares tienen mayor significado en el derecho inlemacional 

de los derechos humanos, pues en esta materia, más que en ninguna otra, es imprescindible evitar 

que durante la tramitación de un procedimiento ante los órganos tutelares, en particular los de 

carácter regional, se consumen de manera irreparable las violaciones de los derechos 

establecidos en los convenios internacionales respectivos, o se afecte a las personas que deben 

comparecer o han comparecido como lesligos o peritos en eslos procedimienlos·. (Subrayado nuestro). 

Y, discurriendo acerca de la naturaleza juridica de las medidas cautelares señala que: .... se Irala de 

un aclo ¡uridico adoplado por un organismo inlemacional de prolección de los derechos fundamenlales 

medianle el cual se conmina al Eslado demandado para que adople, en el menor tiempo posible, lodas 

las medidas necesan'as, de orden administrativo o judicial, a fin de que cese una amenaza que se 

cieme sobre un derecho humano delerminado. La práctica de la CIOH en la maleria mueslra aoemás 

que lales medidas, decrelaoas por un órgano de naluraleza cuasijurisdiccional, pueden ser aooplaoas 

en el curso de un procesa que se aoelanle conlra un Eslado Parte o inclusa sin que haya sido 

presentada aún la demanda, es decir, como una especie de medida cautelar previa·; misma referencia 

19 Dicha Convención hace referencia expresa al mecanismo de medidas cautelares en su artfculo XIII. 
lO "Respuesla de CEJll al Módulo de Consulta 11 de la (IDH: Medidas Cautelares"; disponible en: 
http://www.oas.org/es/cidh/consulta/docs/ILes.24 .r.naI2012 10 consulta cidh medidas cautelareS.doc 
11 Disponible en hupsj/WWW.cidh.oas.org/resolucionl .OS.htm 
lJ Para hacer operativas las medidas cautelares de la CtDH ...... lo "Ley de habeas corpus y amparo" de Peni ( ... ) 
reconoce o sus hobltonres el derecho o recurrir o lo Comisión Interamericano o fin de buscar acciones de 
goronrio en coso de amenazo o los derechos constitucionales (artículos 2 y 39)"; En: González Morales Felipe: 
"Sistema Interamericano de Derechos Humanos"; Editorial Tirant lo Blanch; Valencia, España; año 2013, pág. 
160.-
n Disponible en http://www.corteconstltuclonal .goll'_co/retatoflaI2003a-SS8·Q3.htrn 
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que permite sostener que las medidas cautelares adoptadas por la CIDH se incorporan de manera 

automatica al ordenamiento juridico intemo, hacen parte del ordenamiento juridico del Eslado y, por 

lanto, son de obligatorio cumplimiento para todas las autoridades, de esle modo, el Estado está 

obligado a tomar todas las medidas necesarias para que las medidas cautelares se hagan electivas. 

Se señala que en tanto el Eslado es Parte en el Pacto de San José de Cosla Rica, " ... la 

medida cautelar debe ser examinada de buena fe por las autoridades públicas in/emas. Además, por 

sus particulares caracteristicas procesales y tos fines que pretenden alcanzar, su fuerza vinculante en el 

derecho intemo va aparejada del cumplimiento de tos deberes constitucionates que están llamadas a 

cumplir las autoridades públicas colombianas, en los términos del articulo 2 Superior. En otros 

términos, independientemenle que con ta medida cautelar se prelenda proleger alguno de tos derechos 

humanos que aparecen recogidos en los inslrumentos inlemacionates relacionados en el articulo 23 del 

Reglamento de la CIOH" , que con el cumplimiento de las mismas el Eslado cotombiano esté 

ejecutando sus obligaciones intemacionales, y por supuesto, al margen de ta discusión sobre su 

carácter vinculante o no, la ejecución interna de las mismas se encamina simplemente a hacer efectivos 

los deberes de respeto y prolección de los derechos fundamentales que tienen asignados, en virtud de 

la Consfffución, las diversas autoridades públicas colombianas. 

Aunado a lo anterior, es necesario tomar en consideración que las medidas cautelares aluden 

no a s"uaciones generalizadas de violaciones de /os derechos humanos en un Eslado sino a casos 

concretos, particularizados, con beneficiarios determinados, que apuntan a salvaguardar los derechos a 

la vida e integridad personal de éstos, razón por ta cual, no es de recibo el argumento de que el Eslado 

destinalario de las medidas cautelares goce de absoluta liberalidad para cumplir o no lo decidido por la 

CIOH, tanto menos y en cuanto el otorgamiento de aquéllas no consfffuye prejuzgamiento sobre el 

fondo de la cuestión ". 

La misma Corte, en lallo de lulela T-786-0335 , reluerza la obligatoriedad de las medidas 

cautelares de la CIDH en los siguientes terminas: "Si las medidas cautelares están consagradas como 

una de las competencias de la Comisión Interameneana de las cuales puede hacer uso para fa efectiva 

protección de tos Derechos Humanos oonsegrados en la Convención, y son desarrollo de la 

Convención Americana de Derechos Humanos. al hacer esta última parte del bloque de 

Constitucionalidad sí tienen vincuJatoriedad en el ordenamiento interno·. (destacado nuestro). 

En dicha senlencia la Corte Conslitucional también señala que el incumplimiento o el desacalo 

de las medidas caulelares otorgadas por la CIDH por parte de un ESlado, implica un desoonocimiento 

de la obligación intemacional consagrada en los articulas l' Y 2' de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. 

).1, Santoscoy, B, Lo Comisión In teramericofne des Droits de I'Homme el le developpemenr de so competence par 
fe systeme des pétitions Individuelles, Paris, lGDJ, 1995, p. 15. 
n DIsponible en: http://www.cQrteconstitucional .goy.co/relatorial20031T-786-03.htm 
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Añade además la Corte Conslitucional que el Estado parte de la CAOH que reconoce el 

derecho a presentar peticiones individuales ( .. .) no puede negar que las órdenes que profiera la 

Comisión en el conocimiento de las mismas 10 vinculan. Negarse a su cumplimiento seria desconocer la 

compelencia de la Comisión y, por lan/o, violar la Convención'. 

En el mismo fallo la Corte Consti/ucionallambién declara que el incumplimiento de las medidas 

caulelares por parte del Eslado lambién implica la vulneración del derecho al debido proceso - lanlo 

inlemo como inlemacional- que ( ... ) incluye el cumplimienlo de las medidas lomadas por las auloridades 

compelenles de la efectiva prolección de los derechos. 

Medianle senlencia T-327-04" la Corte Conslilucional dijo, respeclo a las obligaciones 

inlemacionales asumidas libre y voluntariamenle por el Eslado colombiano, que la medida cautelar 

debe ser examinada de buena fe por las autoridades y su fuerza vinculanle en el derecho inlemo va 

aparejada del cumplimienlo de los deberes conslilucionales que las auloridades públicas deben cumplir. 

En el año 2005 la Corte Conslilucional a Iravés del fallo de lulela T-524-05" , reiteró que las 

medidas caulelares alargadas por la CIOH lienen carácler vinculanle y se incorporan de manera 

automatica en el ordenamiento jurídico ¡nlemo. 

En la senlencia de lulela T -367 -lQ38 , la Corte Constitucional reilera el carácler vinculanle de las 

medidas caulelares proferidas por la CIOH y su incorporación aulomálica al ordenamiento juridico 

colombiano, y además afirma que la acción de lulela es el mecanismo idóneo para mecanismo 

adecuado para conminar a las autoridades públicas para que cumplan lo dispueslo en ellas, cuando en 

un determinado asunto hubieren incumplido con sus deberes constitucionales. 

La Corte Conslilucional en la senlencia de lulela T -58SA-11 39, reileró que el incumplimienlo a 

las medidas caulelares alargadas por la CIOH, constituye una grave violación del derecho fundamental 

al debido proceso, que el Eslado colombiano debe acalartas en cumplimienlo a sus obligaciones 

internacionales y que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para solicitar el acatamiento a las 

medidas caulelares. 

Finalmenle, en pronunciamiento expedido en el fallo T-078-13'" de la Corte Conslilucional, se 

reileró que al desconocer las medidas caulelares alargadas por la Comisión IOH, el Eslado colombiano 

estaría poniendo en entredicho las obligaciones internacionales adquiridas, entre otras, en virtud de la 

CAOH, señalando además que la jurisprudencia de esta corporación es sólida y consistenle en señalar 

el carácler obligalorio de las medidas cautelares en el orden inlemo, y concluye, cilando jurisprudencia 

anterior, que: •... no es de recibo el argumento de que el Estado destinatario de las medidas cautelares 

:M Disponible en: hup:llwww,corteconS\ltuCiQn,l .goy.co! rel,toria12004/T-327-Q4 htm 
)7 Disponible en : http:lLwww.corteconstltucional.gov.co/relatoria/200SlT-S24-QS .htm 
31 Disponible en : http://www.coqecQnstitucional.gov.co/RElATORIAI2010/T-367-10.htm 
19 Disponible en : hUD:!Iwww.corteconstituc1ona1.gov.co/relatoriaI20111T-S8SA-ll .Mm 
010 Disponible en: http://www.cQrteconstituc1onal.gov.co/RELATORIAl2013/!·Q78-13.htm 
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goce de absoluta liberalidad [o discrecionalidadJ para cumplir o no lo decidido por la CIOH, tanto menos 

yen cuanto el otorgamiento de aquellas no constituye prejuzgamiento sobre el fondo de la cuestión." 

En cuanto al modo de hacer exigible el cumplimiento de las medidas cautelares la Corte 

Constitucional señala: " ... la debida ejecución de unas medidas cautelares decretadas por la CIDH, 

encaminadas a brindarle protección a unas víctimas o testigos de violaciones a los derechos humanos o 

al derecho internacional humanitario, puede ser demandada en sede de acción de tutela por cuanto 

existe una coincidencia entre los derechos fundamentales protegidos y la amenaza de peligro en 

la que se encuentran ... " (Sentencia T-558-03Ia Corte Constitucional). 

Así las cosas, y conforme lo relacionado es posible afirmar que: 

Si el Estado ha aceptado libre y voluntanamente ser parte de la CADH, se ha 

obligado a lo dispuesto en la misma y ha aceptado la competencia de la CIDH. 

Es una obligación del Estado proteger y garantizar los derechos reconocidos en 

la CADH, y debe acatar lo ordenado por la CIDH de acuerdo a las competencias de este 

organismo, para garantizar los derechos establecidos en la Convención Americana. 

La Convención Americana hace parte del bloque de constitucionalidad, por 

ende, el Estado debe cumplir con las obligaciones internacionales sobre derechos humanos 

dispuestas en la misma, y debe acatar las decisiones de los organismos que hacen parte del 

Sistema Interamericano, en este caso, las medidas cautelares otorgadas por la Comisión IDH. 

Las medidas cautelares otorgadas por la CIDH son de obligatorio cumplimiento, 

el Estado debe disponer de todos los medios para hacerlas efectivas, su incumplimiento genera 

responsabilidad internacional del Estado, yes posible acudir al mecanismo de acción de tutela 

para su cumplimiento. 

11.4.- Acerca de la ilegalidad ylo arbitrariedad de la actuación de ta recurrida: 

La Gobernación Provincial de Cautín dicta la Resolución Exenta W 2772 de 13 de septiembre 

de 2016, concedió el auxilio de la fuerza pública a la Dirección de Vialidad Regional de la Araucania. 

Dicha resolución se expide en pleno conocimiento de la existencia de la Medida Cautelar W 46/14 de la 

Comisión IDH de la que son beneficiarioslas loslas amparadoslas de ésta acción tutelar, y ello ocurre 

mientras el Estado de Chile a través de la Cancilleria, el Ministeno del Interior y representantes de 

Carabineros sostiene un diálogo formal con la Lonko Juana Calfunao Paillalef, su familia y apoderado 

relativa al modo de implementación y cumplimiento de la Medida Cautelar referida, en que destaca 

como preponderante la obligación del Estado de adoptar las medidas necesarias para preservar la vida 

y la integridad personal de los beneficiarios. 
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En cumplimiento y al alero de la resolución de la Gobernación de Cautin, la amparada Juana 

Calfunao Paillalef, es detenida en su intento de oponerse a la ejecución de obras en el camino que 

cruza su territorio, - oposición que hace parte de contexto tenido en vista en la concesión de la Medaa 

Cautelar - resultando policontusa y con esguince cervical leve, la detención fue efectuada por 

funcionarios hombres, es arrastrada, recibió maltrato verbal, trasladándola de manera tal que sus 

vestimentas se habrian corrido de su lugar exponiéndola frente a sus aprehensores y finalmente 

conducida al tribunal e imputada y sometida a medidas cautelares. 

De este modo, la Resolución Exenta W 2772 es ilegal en tanto se contrapone en su génesis y 

ejecución a la Medida Cautelar 46/14 de la Comisión IDH ya que no cumple con el propÓSito de 

preservar, en particular, la integridad personal de la beneficiaria / amparada Juana Cafunao. La MC 

46/14 fue dictada en el ámbito de las competencias de la Comisión Interamericana de las cuales puede 

hacer uso para la efectiva protección de los Derechos Humanos consagrados en la Convención, y es 

desarrollo de la Convención Americana de Derechos Humanos, y, esta última hace parte del bloque de 

Constitucionalidad, por lo que tiene vinculatoriedad en el ordenamiento interno, ello, teniendo presente 

además que el articulo 5' núm. 2' de la Carta Fundamental cofiere rango constitucional a los tratados 

que garantizan el respeto de los derechos humanos, concediéndoles una jerarquia mayor que a los 

demás instrumentos internacionales, en cuanto regulan los derechos esenciales que emanan de la 

naturaleza humana, rango que por cierto no tiene la legislación que regula las facultades de la 

Gobernación de Cautin y en que se pretende justificar formalmente la resolución exenta 

La actuación de la recurrida es también arbitraria, contraria a razón, en tanto no resulta 

explicable cómo es que una institución del Estado, a sabiendas de la existencia de una Medida Cautelar 

vigente de la Comisión IDH, conociendo de las consecuencias que en ocasiones pretéritas han 

devenido a partir del auxilio de la fuerza pública a través del mismo mecanismo formal, siendo a su vez 

parte del Estado que dialoga formalmente en cuanto al modo en que ha de plasmarse la protección a la 

integridad personal de los beneficiarios, de todos modos disponga la el ejercicio del poder coercitivo del 

Estado por sí y ante sí, ignorando la participación del órgano que ha conducido el diálogo con los 

amparados, la Cancilleria, el Ministerio del Interior, Carabineros y por cierto, a los/as propios/as 

beneficiarios/as de la Medida Cautelar que conforme el tenor de la misma deben concordar las medidas 

con el Estado tendientes a preservar sus vidas e integridad personal. 

11.5.- La actuación de la recurrida constituye una perturbación o amenaza del derecho a la 

libertad personal y seguridad individual 

La Constitución Politica de la República establece en al artículo 19 W 7 el derecho a la libertad 

personal y a la seguridad individual. Asimismo, este mismo derecho se encuentra consagrado en el 
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articulo 7 de la Convención Interamericana de Derecho Humanos, la cual dispone "toda persona tiene 

derecho a la libertad y seguridad personales". 

Para la Convención Americana la libertad personal en sentido amplio sería la capacidad de 

hacer y no hacer todo lo que esté licitamente permitido. En otras palabras, constituye el derecho de 

toda persona de organizar, con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias 

opciones y convicciones. Por su parte, la seguridad se configura en la ausencia de perturbaciones que 

restrinjan o limiten la libertad más allá de lo razonable. 

En el mismo orden de ideas, la seguridad también puede entenderse como la protección contra 

toda interterencia ilegal o arbitraria de la libertad fisica. En este senlido, destaca la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos que en relación al actuar de las fuerzas policiales en el espacio público "la Corle 

obseN8 que un incorrecto actuar de esos agentes estatales en su interacción con las personas a 

quienes deben proteger, representa una de las principales amenaza al derecho a liberlad personal, el 

cual, cuando es vulnerado, genera un riesgo de que se produzca la vulneración de otros derechos, 

como la integridad personal y, en algunos casos, la vida"". 

En los hechos que motivan la presente acción de amparo, se conjugan una serie de 

irregularidades que dan cuenta de un actuar alejado de la Constitución y los Tratados Internacionales 

sobre derechos humanos, invocación de facultades legales en un contexto en que ellas no son 

admisibles, falta de consideración a las eventuales consecuencias nocivas en la integridad personal de 

loslas amparados/as incumpliendo la Medida Cautelar N' 46114 de la CIDH, todo lo que no puede sino 

ser interpretado como una clara interterencia ilegitima al libre y pleno ejercicio de la integridad personal, 

exponiendo y aumentando considerablemente el riesgo a que se realicen conjuntamente la vulneración 

y conculcación de otros derechos igualmente importantes. 

En relación a ello, el artículo 18 del Convenio 169 antes citado señala expresamente que: "La 

Ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada en las tierras de los 

pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas a ellos, y los 

gobiernos deberán tomar medidas para impedir tales infracciones". Esta norma resulta acorde a lo 

señalado en el art 21 inciso tinal de nuestra Carta Fundamental que dispone la posibilidad de accionar 

de amparo señalando: "El mismo recurso, y en igual forma, podrá ser deducido a favor de toda persona 

que ilegalmente sufra cualquiera otra privación, perturbación o amenaza en su derecho a la liberlad 

personal y seguridad individual. La respectiva magistratura dictará en tal caso las medidas indicadas en 

los incisos anteriores que estime conducentes para restablecer el imperio del derecho y asegurar la 

debida protección del afectado". 

41 CORTE IDH, Caso Torres Mlllacura y otras Vs. Argentina. Sentencia de 26 de agosto de 2011. 
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Las actuaciones reprochadas se ven agravadas y ademas se constituyen en un potencial 

amenaza a la integridad personal de laslos amparadoslas si se considera que la recurrida no dio 

importancia alguna a la existencia de la medida cautelar en comento, la recurrida cuestionó la vigencia 

misma de la medida, y, a sabiendas priorizó la aplicación de normas de rango inferior a aquéllas 

imperativos que por la vía del control de convencionalidad son obligatorias a nivel local y que buscan 

proteger derechos humanos de los amparados. En consecuencia, si ésa es la base en la que se 

posiciona la recurrida, resulta previsible que la medida cautelar W 46/14 de la CIDH sea nuevamente 

vulnerada, y en concreto, la integridad personal de los amparadoslas conculcada, toda vez que las 

condiciones fácticas en que se propician dichas vulneraciones no han cambiado ni el proceso formal de 

diálogo con el Estado ha concluido con un resultado concordado que medianamente corrija o minimice 

los factores de conflicto. 

Es dable señalar que tratandose de miembros de una comunidad mapuche, no sólo se ven 

afectados los derechos anteriormente mencionados, que son comunes a todas las personas humanas, 

sino que además ciertos derechos especiales, desde que el corpus iuris internacional les reconoce la 

condición de sujetos especiales a los cuales se les ha reforzado con mayor razón derechos específicos. 

Ahora bien, en el caso de marras, por pertenecer a uno de los Pueblos Indígenas a los cuales se les 

aplica el Convenio 169 de la OIT, se impone el deber de abstención, por parte de toda persona, de no 

emplear ninguna forma de fuerza de coerción que viole los derechos humanos y las libertades 

fundamentales de los pueblos indígenas, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 3.2 de esta normativa 

internacional. 

Por último, en la especie, respecto de los amparados, en consideración a su cultura, los hechos 

denunciados no sólo generan consecuencias nocivas individuales, sino también colectivas, a sus 

familias y su lof: "En qué consiste ese estar bien o estar mal, kümelkalen o weza fe/en. Consiste en 

que el individuo como tal esté en equilibrio consigo mismo y además lo esté para con sus pares, su 

familia, sus seres mas cercanos y queridos. También debe estar en equilibrio con su lof, su entorno 

social, cuHural, político, ambiental, territorial, religioso y cósmico. El hecho de que algo o alguien en su 

comunidad esté en condiciones no deseable, afecta a la persona"". Los hechos denunciados 

provocan en los amparados Kuxanelgey, que" ... es cuando terceros están involucrados en concretar la 

enfermedad en la persona, algún elemento o algo hace que la persona se enferme. Esto puede ser la 

mala reladón con el entorno, la invasión de espacios determinados por parte de las personas"43; pues 

asisten con su experiencia vital a un proceso en que el equilibrio individual y colectivo se ve 

quebrantado a raiz del uso desproporcionado de la fuerza por parte de un tercero. 

42 Quidel Lincoleo, José: -Cosmovisión Mapuche y Etiología Mapuche de la Salud'; en ·Salud Colectiva y Medio Ambiente"; Mario Castro 
Venegas (Compilador); Gobierno de Chile, Ministerio de Salud; Unidad de Salud con Población Mapuche; Pewu 2003; página 31. 
43 Quidel Lincoleo, José; ob eil. Idem. 
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111. MEDIDAS SOLICITADAS POR EL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 

EN EL PRESENTE RECURSO DE AMPARO 

111,1, En cuanto a la eficacia de las medidas que penmitan avanzaren la no repetición de estos 

hechos 

A juicio de esta parte recurrente existe una necesidad imperiosa que la presente acción sea un 

recurso efectivo para asegurar el pleno goce de derechos de los afectados, y en la especie, aquéllos 

que se encuentran amenazados de conformidad a la MC 46/14 de la CIDH, concordando en ello con la 

doctrina que emana de Corte Constitucional Colombiana en cuanto a que " .. , /a debida ejecución de 

unas medidas cautelares decretadas por la CIDH, encaminadas a brindarle protección a unas víctimas o 

testigos de violaciones a los derechos humanos o al derecho internacional humanitario, puede ser 

demandada en sede de acción de tutela por cuanto existe una coincidencia entre los derechos 

fundamentales protegidos y la amenaza de peligro en la que se encuentran .. ," (Sentencia T-558-

03 la Corte Constitucional); lo que permite afirmar entonces que la acción de amparo intentada es apta 

para la tutela de los derechos amenazados, 

Teniendo presente los hechos que constan en el recurso y la vulneración de derechos de los 

amparados, tanto en este caso como en los que preceden y que se encuentran contenidos en las 

consideraciones de la MC 46/14 de la CIDH, es que consideramos que existe una amenaza real de que 

estas acciones se repitan y perturben el pleno respeto a la integridad personal de los amparados/as, 

afectando su integridad física y síquica. 

Cuando una institución del Estado se aparta de la estricta observancia de los derechos 

humanos; será siempre el Poder Judicial el primer garante de los derechos de las personas, teniendo 

como deber el actuar eficazmente para remediar la violación, reparar a las víctimas y decretar medidas 

de protección para la no ocurrencia de nuevas vulneraciones. 

La forma en que los(as) ciudadanos(as) pueden accionar los mecanismos de protección, es 

tipicamente a través de las acciones judiciales disponibles, Sin embargo, cuando existe privación, 

perturbación o amenaza de derechos fundamentales están disponibles las acciones constitucionales 

reguladas en los articulas 20 y 21 de la Constitución Política de la República de Chile, 

La naturaleza y objetivos de dichas acciones constitucionales, de capital importancia en una 

sociedad democrática, se reflejan principalmente en una prescripción de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, el artículo 25.1, que establece lo siguiente: 

"25.1. Toda persona tíene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 

efectivo ante los jueces o tribuna/es competentes, que /a ampare contra actos que vio/en sus derachos 

fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 

violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales". 
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La Corte IDH sobre este artículo ha sostenido que "(. .. ) es una disposición de carácter general 

que recoge la insmución procesal del amparo, entendido como el procedimiento judicial sencillo y breve 

que tiene por objEto la tutela de todos los derechos reconocidos por las cons/duciones y leyes de los 

Estados Partes y por la Convención"44 y que, por otra parte, "el artículo 25.1 incorpora el principio, 

reconocido en el derecho internacional de los derechos humanos, de fa efectividad de los instrumentos 

o medios procesales destinados a garantíza-r tales derechos ( ... ) la inexistencia de un recurso efectivo 

contra las violaciones a los derechos reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la 

misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar"45 Dicha garantía "constituye uno 

de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una 

sociedad democrática en el sentido de fa Convencíón"46, 

Los Estados y especialmente la práctica del Poder Judicial en el tratamiento de los recursos, 

deben dotar a los recursos que cautelan derechos humanos (como la acción en cuestión) de ciertos 

requisitos imprescindibles de acuerdo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, norma de 

rango constitucional en base al artículo 5 inciso segundo de nuestra Carta Fundamental. 

Asi, el recurso debe ser sencillo, rápido y, sobre todo, eficaz". Si bien el texto nonnativo 

explicita los dos primeros requisitos, el tercero (efectividad) es un elemento igualmente presente en la 

jurisprudencia unifonne de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte IDH". 

El requisito de efectividad, ha de entenderse como un recurso "capaz de producir el resudado 

para el que ha sido concebido",". Además, dicho recurso "no basta con que esté previsto por la 

Constffución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente 

idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo 

necesario para remediarla''50, A mayor abundamiento, en palabras de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos "(un) recurso judicial sería abierlamente ineficaz, pues al no permitir el 

reconocimiento de la violación de derechos, en caso de que ésta se haya comprobado, no sería apto 

para amparar al individuo en su derecho afectado ni para proveerle una reparación adecuada"51. 

A su turno, en relación al acceso a la justicia de los pueblos originarios, la Declaración Universal 

de los Derechos de los Pueblos Indigenas señala: "Los pueblos indigenas tienen derecho a 

procedimientos equitativos y justos para el arreglo de conflictos y controversias con fas Estados u otras 

44 Corte IOH. El Hébeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25,1 Y 7.6 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de enero de t 987. Serie A No, 8, Pérr. 32. 
45 Corte IOH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 Y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC·9/87 del 6 de octubre de 1987, Serie A No. 9. Parr, 24. 
4li Cfr, Caso Cantora/Benavides, supra nota 56, pérr. 163; Caso Durand y Ugarte, supra nota 56, párr 101: Caso Vil/agrán Morales 
y otros (Caso de los "Niños de la Calle"), supra nota 52, pérr. 234; Caso Ces!i Hurtado, supra nota 118, parro 121; Caso Castillo Petruzzi y 
otros, supra nota 50, pérr. 184; Caso Paniagua Morales y otros, supra nota 50, párr, 164: Caso Blake, supra nola 52, párr. 102; Caso 
Suárez Rosero, supra nota 53, párr. 65 y Caso Caslillo Paez, supra nota 52, parro 82. 
47 Cfr. MEOINA, Cecilia. Convención Americana: Teoria y Jurisprudencia. 2003. Pago 370 y ss, 
4.9 Ver, por ejemplo, Corte IDH Caso Suárez Rasero VS. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997, Serie e No. 35. Párr. 
66. 
4ll Corte IOH. Caso Velásquez Rodríguez VS. Honduras. Fondo, Sentencia de 29 de Julio de 1988, Serie C No, 4. Parr, 66. 
5j) Corte IOH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts, 27.2, 25 Y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987, Serie A No. 9. Parr, 24. 
51 CIOH. Caso Carranza VS. Argentina. INFORME N° 30/97 (1997) Parro 74, 
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partes, y a una pronta decisión sobre esas controversias, así como a una reparación efectiva de toda 

lesión de sus derechos individuales y colectivos. En esas decisiones se tendrán debidamente en 

consideración las costumbres, las tradiciones, las normas y los sistemas jurídicos de los pueblos 

indígenas interesados y las normas internacionales de derechos humanos" 52. 

Por todo lo anterior, la declaración de gue se violaron derechos por una conducta ilegal y 

arbitraria es una obligación explícita y directa para que un recurso sea efectivo. La efectividad de un 

recurso además, depende que pueda producir el resultado para el que ha sido concebido, entre otros 

factores. 

Por su parte, en relación al derecho al Recurso Judicial efectivo, la Corte IOH ha sostenido que 

"la salvaguarda de la persona frente al ejercicio arbitrario del poder público es el objetivo primordial de 

la protección intemacional de los derechos humanos. En este sentido, la inexistencia de recursos 

internos efectivos coloca a la victima en estado de indefensión. El articulo 25.1 de la Convención ha 

establecido, en términos amplios, la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas 

sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos 

fundamentales. Dispone, además, que la garantia alli consagrada se aplica no sólo respecto de los 

derechos contenidos en la Convención, sino también de aquéllas que estén reconocidos por la 

Constitución o por la ley". 

En la misma linea, también la Corte IDH ha defendido que "para que el Estado cumpla con lo 

dispuesto en el citado artículo no basta con que los recursos existan formalmente, sino que los mismos 

deben tener efectividad54, es decir, debe brindarse a la persona la posibilidad real de interponer un 

recurso que sea sencillo y rápido, en los términos del artículo 25 de la Convención. { ... )55. 

111.2. Medidas gue se solicitan para avanzar en la no repetición de estos hechos 

El Recurso de Amparo es principalmente una acción de naturaleza cautelar dirigida al 

restablecimiento de los derechos a la libertad personal y a la seguridad individual vulnerados que se 

encuentran garantizados por el artículo 21 del texto constitucional, a fin de procurar el cese a la 

perturbación, privación y amenaza de los derechos conculcados. 

El único limite del juez está en su sujeción a las finalidades de esta acción procesal que 

consiste en restablecer el imperio del derecho y asegurar a las personas agraviadas la protección 

debida. El tribunal puede adoptar todas y cualesquiera clase de medidas tendientes a estos objetivos, 

aunque no aparezcan establecidas en ningún código ni hayan sido solicitadas por el recurrente. 

5l Artículo 40 de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indigenas. Disponible en la página electrónica: 
http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documentsIDRIPS_es.pdf 
53 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001, Serie C No. 71. 
54 Cfr. Caso Bámaca Velásquez, supra nota 4, párr. 191; Caso Cesti Hurtado. Sentencia de 29 de septiembre de 1999. Serie C No. 56, 
párr. 125; y Caso Paniagua y otros, supra nota 46, párr. 164. 
55 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, ReparacJones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001 Serie C No. 71 
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En este caso en particular, se considera por el INDH que se cumplen los requisitos para que 

sea acogido el Recurso de Amparo, esto es: a) La Gobemación Provincial de Cautin incumple una 

medida cautelar de la CIDH obligatoria orientada a la protección de la vida e integridad personal de 

loslas amparados/as; b) la recurrida en su quehacer y decisiones omite la consdieración de la medida 

cautelar protectora de derechos humanos de los/as amparados/as; el existe una renuencia de la 

recurrida a coordinarse con otro órgano que en nombre del Estado dialoga formalmente con loslas 

beneficiarios de la medida cautelar aludida; d) la recurrida conociendo las consecuencias en la 

integridad personal que se han producido en el mismo contexto de oposición de los/as beneficarios/as 

de le medida cautelar al proyecto de infraestructura del Estado, naturaliza el hecho, aumentando el 

riesgo de repetición, haciendo eco punicamente de la cnminalización de las acciones de protesta y/o 

oposición; el los actos son ilegales y arbitrarios; n son actos que producen una perturbación o amenza 

al legitimo ejercicio de los derechos a la libertad personal y a la seguridad individual consagrados en el 

articulo 19 W 7 del texto constitucional y cautelados por la acción de amparo del 21 de la Constitución 

Politica; y h) existe una relación de causa a efecto entre las acciones ilegales y arbitrarias de la 

recurrida y el agravio constituido por la perturbación y amenaza a los derechos fundamentales 

mencionados en esta acción constitucional, en forma que dichos agravios, puede considerarse como la 

consecuencia o resultado de aquel comportamiento antijuridico. 

Por lo anterior y ante una privación, perturbación y amenaza clara de los derechos 

constitucionales señalados anteriormente, el INDH considera que la Corte debe declarar la 

ilegalidad y arbitrariedad de los actos denunciados, oficiar a la Gobemación de Cautin a fin de que 

el ejercicio de sus facultades de cumplimiento a la Medida Cautelar W 46/14 de la CIDH, de 

conformidad a la Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos vigente en Chile, el 

Convenio 169 de la OIT y la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Puebos Indigenas, 

y, adoptar toda otra medida tendiente a restablecer el imperio del derecho y asegurar la tutela de las 

personas vulneradas. 

POR TANTO, 

De acuerdo a lo dispuesto por el articulo 21 de la Constitución Politica de la República y el Auto 

Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre tramitación del Recurso de Amparo, más las normas 

constitucionales, de tratados internacionales de derechos humanos y legales ya citadas; 

PIDO A. U.S. ILTMA, se sirva acoger a tramitación la acción de amparo constitucional en contra de la 

GOBERNACiÓN PROVtNCIAL DE CAUTíN, representada por el Gobernador Suplente don Mario 

González Rebolledo, ya individualizado; y previo informe de rigor, se acoja la presente acción 

constitucional de amparo, se declare la vulneración de los derechos constitucionales consignados en el 

numeral 7 del artículo 19 de la Constitución Política y, en particular, se resuelva lo siguiente: 
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a) Se declare la ilegalidad y/o arbitrariedad de la Resolución Exenta N' 2772 de 13 de septiembre 

de 2016, de la Gobernación Provincial de Cautín que concedió el auxilio de la fuerza pública a 

la Direccíón de Víalidad Regíonal de la Araucanía. 

b) Se declaren infringidos los derechos constitucionales a la libertad personal y a la segundad 

individual, consagrados en el artículo 19 N' 7 de la Constitución Política de la República. 

e) Que, como consecuencia de lo anterior, se adopte todo tipo de medidas dingidas a restablecer 

el impeno del Derecho y asegurar la tutela de todos los derechos fundamentales violados, 

precaviendo que los actos arbitrarios y/o ilegales descritos con antelación no se repitan. 

d) Se ordene a la Gobemación Provincial de Caulín que, en lo atingente al cumplimiento de la MC 

46/14 de la CIDH, deba coordinarse con la Cancillería de Chile, y con los beneficiarios de la 

misma. 

PRIMER OTROsl: Solicito a S.S.I. tener por acompañados: 

1. Copia simple de la Sesión Constitutiva del Consejo del Instituto Nacional de Derechos 

Humanos, que con fecha 30 de julio de 2010, tuvo por objeto constituir formalmente al Consejo del 

INDH. 

2. Copia simple de reducción a escritura pública de fecha 06 de septiembre de 2016 de la Sesión 

del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que con fecha 01 de agosto de 2016, en la 

que se nombró como Director a don Branislav Marelic Rokov. 

3. Copia simple de mandato judicial para comparecer por el Director Nacional deIINDH. 

4. Copia de Medida Cautelar MC 46/14 de la CIDH y su ampliación. 

SEGUNDO OTROsí: SíNase S.S.1. disponer las siguientes medidas a objeto de acreditar los hechos 

denunciados: 

1.- Infomne a la Gobernación de Cautín, al tenor de lo señalado en lo principal. 

2.- Infomne al Ministerio de Relaciones Exteriores, a fin de que informe sobre las medidas adoptadas por 

el Estado de Chile para dar cumplimiento a la Medida Cautelare que ha dispuesto la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos en el caso MC 46-14, a favor de la amparada Lonko Juana 

Calfunao Paillalef. 

3.- Informe de la IX Zona Araucania de Carabineros de Chile, a fin de que infomne todas las 

oportunidades en que la Gobernación Provincial de Caulín concedió el auxilio de la fuerza pública para 

la ejecución de las labores en el tramo 0,00 al 1,800 del Camino Los Laureles - Colico, en la comuna de 

Cuneo, Provincia de Cautin, Región de la Araucanía, esto es, el territorio en que habitan los beneficiarios 

- amparados. 

4.- Disponer que se constituya un Ministro de esta 1. Corte en el lugar donde ocurren los hechos, con la 

finalidad de que Su Señoría Ilustrísima, disponga de todos los antecedentes para la resolución del 

asunto, en especial, tomar declaración de la amparada JUANA CALFUNAO PAILLALEF en dicho 

espacio, levantando un acta de dicha diligencia. Al respecto la Excelentísima Corte Suprema de 
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Justicia, en sentencia RoI60BO-2013, de 22 de agosto de 2013, afinnó la "importancia que reviste que 

la Corte de Apelaciones respectiva disponga lo necesario para la mejor decisión de este tipo de 

asuntos, como puede ser, por ejemplo, la visita oportuna de un Ministro al lugar de ocurrencia de 

los hechos". Además, se recalcó dicho criterio por la Excma. Corte Suprema al disponer en el Oficio 

ADM N· 1125-2013, en donde se oficia a las distintas Cortes de Apelaciones del Pals, a fin de gue se 

tenga presente en la tramitación de los recursos de amparo. la necesidad de disponer lo pertinente para 

reunir los mayores antecedentes que permitan una adecuada resolución. incluida la constitución de un 

Ministro en el lugar de ocurrencia de los hechos para constatarlos y, eventualmente. disponer inmediatas 

medidas correctivas. 

TERCER OTROsl: Solicito a S.S. IL TMA., tener presente que el articulo 2" de la Ley N" 20.405, que 

crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, dispone que ' El Instituto tiene por objeto la promoción 

y protección de los derechos humanos de las personas que haMen en el territorio de Chile, establecidos 

en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile 

y que se encuentran vigentes, asl como los emanados de los principios generales del derecho, 

reconocidos por la comunidad inlemacionar . Para cumplir con este objetivo, el IN OH tendrá, entre olras 

facultades, las siguientes señaladas en el articulo 3· de la ley: 

- Comunicar al Gobierno y a los distintos órganos del Estado que estime convenientes, su opinión 

respeclo de las situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país; y, 

- Promover que las practicas nacionales se armonicen con los tratados intemacionales de derechos 

humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, a fin que su aplicación sea efectiva; 

- Asimismo según lo estipulado en el Articulo 3· N" 5.- Le corresponderá especialmente al Instituto: 

Deducir acciones legales ante los tribunales de justicia, en el ámbito de su competencia. En ejercicio de 

esta atribución, además de deducir querella respecto de hechos que revistan caracter de crímenes de 

genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilicito de 

migrantes o trata de personas, podrá deducir los recursos de protección y amparo consagrados 

respectivamente en los articulas 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su competencia. 

Por lo tanto, la legitimación activa para comparecer en calidad de inlerviniente, esta dada por 

la ley 20.405 que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos que tiene por objeto la promoción y 

protección de los Derechos Humanos, y que en su articulo 3 N" 51a faculta para interponer recursos de 

amparo en el ambito de su competencia. 

CUARTO OTROsí: Sirvase S.S.I. tener presente que mi parte propone que todas las resoluciones 

judiciales, actuaciones y diligencias le sean notificadas vía correo electrónico a las casillas de correo 

electrónico de: mrabanal@indh.cl, faguirre@indh.cl , privera@indh.cl y Ilorres@indh.cI, por ser ésta 

suficientemente eficaz y no causar indefensión. 
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QUINTO OTROSj: Solicilo a S.S.I. Se sirva tener presenle que designo como abogado palrocinanle 
y confiero poder para representarme en esta causa al profesional del Instituto Nacional de Derechos 
Humanos, don Marcos Rabanal Toro, cédula de identidad N" 12.534.498-4, con domicilio en calle A. 
Varas N" 989, oficina 501 , Temuco, con todas las facullades de acluación eslablecidas en el articulo 
7' del Código de Procedimiento Civil, las cuales se tienen por reproducidas para todos los efectos 
legales, los cuales suscriben el presenle libelo en señal de aceplación del mandalo judicial otorgado. 
Para efeclos de acredilar la calidad de abogado, solicitamos se lenga presenle lo con len ido en el 
Autoacordado AD 754-2008, decrelado por la Excma. Corte Suprema con fecha 08 de agosto de 2008. 


